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Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma decisión del a quo que negó el amparo solicitado

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas:   
INEXISTENCIA DE LA SITUACIÓN ARGÜIDA. “En el presente caso el ciudadano JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA acudió ante el juez constitucional, con el fin de que se termine con una situación que en su criterio afecta sus garantías fundamentales, según se infiere del escrito, en lo que atañe al Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, consistente en que esa dependencia no ha dado trámite a la solicitud de vigilancia judicial y administrativa que instauró respecto de la acción popular con radicado N° 2015-1370 adelantada en el Juzgado Tercero Civil del Circuito, la cual asegura no se ha ceñido a la normativa aplicable. Según lo informado por la accionada en su respuesta, contrario a lo sostenido por el actor, éste no ha hecho ninguna petición en ese sentido ante esa Seccional, y si bien ha presentado múltiples requerimientos de ese tipo frente a otros procesos, sobre los mismos se le ha informado que no cumplen los requisitos legales establecidos en el Acuerdo PSAA11-8716, y puede proceder a subsanarlos, lo cual hasta el momento no ha hecho. En esas condiciones, la Sala al igual que lo concluyó el juez de primer nivel, no observa que el Consejo Seccional de la Judicatura haya quebrantado los derechos fundamentales del accionante, puesto que éste ni siquiera ha presentado petición de vigilancia administrativa sobre la acción popular a la que hace referencia el amparo, y frente las demás solicitudes que ha realizado respecto a los otros asuntos de la misma naturaleza, se le ha informado lo pertinente.”.
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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el ciudadano JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA, frente al fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela interpuesta por él frente al Consejo Seccional de la Judicatura.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos y pretensiones que plantea en el escrito de tutela el señor ARIAS IDÁRRAGA en relación con la entidad accionada, se pueden concretar así: (i) ha solicitado infructuosamente al Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda vigilancia judicial y administrativa de la acción popular con radicado N° 2015-1370, tramitada en el Juzgado Tercero Civil del Circuito, en la cual no se ha dado aplicación a lo dispuesto en los artículos 5 y 84 de la Ley 472/98, se ha negado la notificación de la entidad demandada por correo electrónico conforme lo dispuesto en el CGP, y no se han proferido autos para informar a la comunidad al respecto, ni notificado al Ministerio Público; y (ii) pide se solicite al Consejo Seccional de la Judicatura aportar copia de los requerimientos de vigilancia administrativa y judicial que ha instaurado contra los Juzgados Civiles del Circuito de Pereira (Rda.).
3.- TRÁMITE Y FALLO 
3.1.- La acción inicialmente correspondió a la Sala Civil de este Tribunal, y en atención a que la misma se dirigía contra diversos órganos, solo asumió el conocimiento del asunto en lo que atañe al Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, y la rechazó en relación con el Consejo Superior de la Judicatura por no endilgársele ninguna conducta vulneradora de derechos, respecto de Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda y el Consejo Seccional de la Judicatura por falta de competencia, debido a lo cual remitió copias de la actuación con destino al Consejo de Estado y al reparto de los Jueces del Circuito para lo pertinente.

Lo atinente al Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda le correspondió al Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado, el cual admitió la tutela y corrió traslado a la accionada, entidad que se pronunció en los siguientes términos: 
Según se infiere de la confusa argumentación del actor, su pretensión está dirigida a que por parte del juez de tutela se ordene la expedición de copias de todas las vigilancias judiciales administrativas presentadas ante esa dependencia sobre cualquier acción popular.

Se advierte que no existe nexo causal entre los derechos fundamentales presuntamente vulnerados al tutelante, y la actuación de ese Consejo Seccional, ya que las acciones u omisiones de los funcionarios o funcionarias en ejercicio de su actividad judicial, no derivan ni directa ni indirectamente del Consejo Seccional debido a la autonomía judicial contenida en el artículo 230 constitucional, que consagra que los jueces en sus providencias solo están sometidos al imperio de la Ley, lo cual conlleva necesariamente a la desvinculación de la Litis.

Los despachos de este Distrito Judicial de la especialidad civil y familia, principalmente en Pereira, presentan una alta congestión, y no cuentan con los medios suficientes para atender la demanda de la justicia.

El señor ARIAS IDÁRRAGA no ha solicitado vigilancia judicial administrativa al proceso radicado al N°2015-1370 del Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira (Rda.), y si bien ha presentado paquetes contentivos de múltiples solicitudes de vigilancia, el primero en mayo 27 de 2015 con 65, el segundo en junio 01 de 2015 con 47, y el tercero en marzo 14 de 2016 con 20, dentro de los términos legales se procedió al estudio de las peticiones y mediante oficio se le indicó su no procedencia por no cumplir con los requisitos legales establecidos en el Acuerdo PSAA11-8716, y se le informó que subsanados los mismos podía acudir a esa instancia, lo cual hasta el momento no ha hecho. Adicionalmente, no ha elevado ningún derecho de petición en el que solicite copia de las vigilancias administrativas contra los Juzgados Civiles del Circuito.
3.2.- Dentro del término legal el despacho a quo profirió fallo en el cual negó el amparo deprecado, toda vez que al estudiar el caso no encontró ninguna acción u omisión atribuible al Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda.
4.- IMPUGNACIÓN

El actor indicó por medio de correo electrónico que apelaba la decisión, y solicitó acceder al amparo reclamado, sin expresar las razones de su inconformidad.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó el amparo reclamado por el accionante frente al Consejo Seccional de la Judicatura. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidándolo, revocándolo o modificándolo.

5.2.- Solución a la controversia 

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso el ciudadano JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA acudió ante el juez constitucional, con el fin de que se termine con una situación que en su criterio afecta sus garantías fundamentales, según se infiere del escrito, en lo que atañe al Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, consistente en que esa dependencia no ha dado trámite a la solicitud de vigilancia judicial y administrativa que instauró respecto de la acción popular con radicado N° 2015-1370 adelantada en el Juzgado Tercero Civil del Circuito, la cual asegura no se ha ceñido a la normativa aplicable.
Según lo informado por la accionada en su respuesta, contrario a lo sostenido por el actor, éste no ha hecho ninguna petición en ese sentido ante esa Seccional, y si bien ha presentado múltiples requerimientos de ese tipo frente a otros procesos, sobre los mismos se le ha informado que no cumplen los requisitos legales establecidos en el Acuerdo PSAA11-8716, y puede proceder a subsanarlos, lo cual hasta el momento no ha hecho. 

En esas condiciones, la Sala al igual que lo concluyó el juez de primer nivel, no observa que el Consejo Seccional de la Judicatura haya quebrantado los derechos fundamentales del accionante, puesto que éste ni siquiera ha presentado petición de vigilancia administrativa sobre la acción popular a la que hace referencia el amparo, y frente las demás solicitudes que ha realizado respecto a los otros asuntos de la misma naturaleza, se le ha informado lo pertinente.

Adicionalmente, ninguna relación tiene la petición que se invoca en la demanda, consistente en que se entreguen copias de todas las vigilancias administrativas y judiciales que ha promovido contra los Juzgados Civiles del Circuito en esta capital, las cuales no han sido solicitadas de manera directa al Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, con las supuestas irregularidades que asegura se han presentado dentro del trámite de la acción referida en el escrito de tutela, que se sabe no son imputables al Consejo Seccional en virtud de la autonomía judicial que por virtud constitucional tienen los funcionarios, razón adicional para que no pueda accederse al amparo.
En esas condiciones, la pretensión del accionante no puede prosperar, por cuanto la actuación del Consejo Seccional ha sido acorde con los lineamientos legales y no se le puede imputar ninguna acción u omisión que afecte las garantías constitucionales del actor; por tanto, se confirmará la decisión proferida por la primera instancia al encontrarse ajustada a derecho.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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